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Iniciativa con Proyecto de Decreto que reforma y adiciona diversas 

disposiciones de la Ley General de Salud y de la Ley de Acceso de 

las Mujeres a Una Vida Libre de Violencia, en Materia de Derechos 

Reproductivos y Violencia Gineco-Obstétrica 

 

La suscrita Diputada Federal Mariana Benítez Tiburcio, así como las y los 

Diputados Federales de la LXVI Legislatura del Honorable Congreso de la 

Unión, integrantes del Grupo Parlamentario de Morena, con fundamento en los 

artículos 71 fracción II, 73 fracción XXI último párrafo de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos; así como en los artículos 6, numeral 1 fracción 

I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, por este conducto, 

presentamos ante esta soberanía la siguiente Iniciativa con Proyecto de Decreto 

por el que se reforman y adicionan disposiciones de la Ley General de Salud 

y de la Ley de Acceso de las Mujeres a Una Vida Libre de Violencia, en 

Materia de Derechos Reproductivos y Violencia Gineco-Obstétrica. 

 

1.- Planteamiento del problema 

 

 En muchos países las mujeres han denunciado tratos crueles e inhumanos 

por parte del personal de salud durante el embarazo, el parto y el puerperio, y 

México no es la excepción.  Esto constituye un tipo de violencia misógina, 

catalogada también como violencia obstétrica. Esta conducta lamentablemente no 

sorprende a nadie dado que vivimos en un mundo, que, como bien señaló Simone 

de Beauvoir siempre ha pertenecido a los varones1 lo que produce que casi en todas las 

áreas del conocimiento humano exista una visión patriarcal, a la cual no escapa la 

medicina moderna. De ahí que el feminismo entendido –no como una filosofía, 

tampoco como una teoría, menos como un punto de vista– como un movimiento 

 
1 De Beauvoir, Simone. El segundo sexo. Penguin Random House Grupo Editorial, de Bolsillo. México 2024, 
décima octava reimpresión. P. 63. 
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político con el que transformar el mundo hasta dejarlo irreconocible2 deba 

ocuparse de reivindicar la condición de las mujeres y eliminar los sistemas de 

opresión que nos rodean, de tal forma que maximicemos nuestros derechos, 

incluyendo los sexuales y reproductivos y contribuyamos a que la práctica médica 

tenga perspectiva de género. 

 

El término «violencia obstétrica» apareció por primera vez en América 

Latina en la década de 2000. Según Sánchez, el activismo contra la violencia 

obstétrica en América Latina surgió de una larga historia de activismo mundial para 

garantizar un parto respetuoso. Atribuye el reconocimiento de la violencia 

obstétrica al reconocimiento internacional de los esfuerzos del movimiento por la 

salud de las mujeres a lo largo del tiempo, especialmente por parte de la 

Organización Mundial de la Salud, que inició una campaña para reducir las 

intervenciones médicas innecesarias durante el proceso del parto.3 

 

Los esfuerzos para responder a la violencia obstétrica y prevenirla tienen sus 

raíces en el movimiento por un parto humanizado, que se centra en des-medicalizar 

el parto, argumentando que «el parto es un acontecimiento normal en el que las 

mujeres deben estar al mando y las intervenciones médicas deben utilizarse sólo 

cuando sean necesarias»4. 

 

Pero ¿qué se entiende por violencia en obstetricia? Esta pregunta es el quid 

de las dificultades que entraña regular y legislar la violencia obstétrica. La violencia 

obstétrica se ha definido en términos tanto de sus manifestaciones agudas (formas 

 
2 Véase Srinivasan, Amia. El derecho al sexo, feminismo en el siglo XXI. Editorial Anagrama. Barcelona 2022, 
primera edición. P. 11.  
3 Pickles, Camilla. Eliminating abusive care. A criminal law response to obstetric violence in South Africa. Artículo 
publicado en SA Crime Quarterly No. 54. Diciembre 2015. P. 5. Traducción propia. 
4 Idem 
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directas de violencia contra las mujeres durante el parto) como de sus causas 

estructurales (como la falta de acceso a la asistencia para las poblaciones rurales).5 

 

 De acuerdo con el Grupo de Información en Reproducción Elegida (GIRE) 

la violencia obstétrica es una forma específica de violencia contra las mujeres y 

otras personas con capacidad de gestar que constituye una violación a sus derechos 

humanos. Tiene lugar en los servicios de salud públicos y privados, durante la 

atención del embarazo, parto y posparto, y consiste en cualquier acción u omisión 

que les cause un daño físico o psicológico. Puede incluir la negación del acceso a 

servicios de salud reproductiva; un trato cruel, inhumano o degradante; el 

suministro excesivo de medicamentos; la práctica de cesáreas no justificadas, la 

imposición de métodos anticonceptivos sin el consentimiento de la mujer o 

persona gestante, así como cualquier acción que menoscabe su capacidad de 

decidir de manera libre e informada sobre sus procesos reproductivos. La 

manifestación más grave de violencia obstétrica es la muerte de la mujer o persona 

gestante. De acuerdo con la Organización Mundial de la Salud (OMS), la muerte 

materna es aquella que sucede durante el embarazo, parto o puerperio debido a 

cualquier causa relacionada o agravada por el embarazo o durante su atención.6 

 

 Esta iniciativa para visibilizar, prevenir, sancionar y erradicar este tipo de 

violencia no surge en el vacío, sino que se enraíza precisamente en el trabajo 

incansable de colectivos feministas y organizaciones como el Grupo de 

Información en Reproducción Elegida (GIRE), cuyas luchas históricas han 

sentado las bases para transformar la atención materna en América Latina. Por ello, 

aquí se retoman los marcos conceptuales y metodológicos construidos por GIRE 

 
5 Dixon, Lydia Z. “Everything is obstetric violence” Contextualizing the movement in Mexico. Artículo publicado 
en: Castañeda, Angela N; Hill, Nicole y Johnson Searcy, Julie. Obstetric Violence, realities and resistance from 
around the world. Editorial Demeter Press, Canada 2022. P. 266. Traducción propia. 
6https://violenciaobstetrica.gire.org.mx/#:~:text=Entre%202016%20y%202021%2C%20se,violencia%20obst%
C3%A9trica%3B%20en%202021%20este.  
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y otros colectivos para definir la violencia gineco-obstétrica, reconociendo que esta 

lucha es colectiva y transgeneracional.  

 

Reconocer el trabajo de quienes nos anteceden –colectivas, abogadas 

feministas, parteras, investigadoras, filósofas, académicas, médicas, etc– es un acto 

de justicia epistémica. Esta iniciativa no es un proyecto individual, sino un eslabón 

en una cadena de resistencias y saberes compartidos. Las y los legisladores 

debemos sumarnos a esta lucha, porque la violencia obstétrica no es un "destino 

biológico", sino una injusticia que podemos –y debemos– erradicar entre todas. 

 

En nuestro país entre 2016 y 2021, se observa que la violencia obstétrica se 

mantuvo prácticamente constante: en 2016, 33.4 por ciento de las mujeres en edad 

reproductiva que informaron haber tenido al menos un parto en los últimos cinco 

años experimentaron por lo menos una manifestación de violencia obstétrica; en 

2021 este porcentaje fue de 30.9 por ciento. Es decir, una de cada tres mujeres 

sufrió algún tipo de violencia obstétrica durante su último parto.7 Sobra decir que 

esas cifras son alarmantes. 

 

Por lo que hace a la mortalidad materna, esta se entiende como: la muerte de la mujer 

durante el embarazo, el parto o los 42 días posteriores al parto, por cualquier cosa relacionada o 

agravada por el embarazo, parto o puerperio, o su manejo pero no por causas accidentales. La 

mortalidad materna es un tema de derechos humanos; al ser prevenible debería ser poco recurrente. 

En la medida en que se desarrollan los avances tecnológicos en el campo de la medicina, la 

mortalidad materna se va convirtiendo cada vez más en anomalía, debido a ello, 

internacionalmente se ha establecido un cálculo para medir las barreras al acceso a los servicios de 

salud materna. La Razón de Mortalidad Materna (RMM) se calcula a partir del número de 

mujeres que mueren durante el embarazo, parto o puerperio en un periodo, dado por cada 

100,000 nacidos vivos en el mismo lapso. Actualmente la razón de mortalidad materna en 

 
7https://violenciaobstetrica.gire.org.mx/#:~:text=Entre%202016%20y%202021%2C%20se,violencia%20obst%
C3%A9trica%3B%20en%202021%20este.  
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México es de 39.3 (aumentó por la pandemia del Covid-19), y los mayores índices de defunciones 

se encuentran en los estados de Oaxaca, Guerrero, Chiapas, Veracruz, Estado de México y la 

Ciudad de México, donde por cierto, se encuentra la mayor parte de la población indígena y 

afrodescendiente en México; dichas entidades son, además, las que registran los mayores niveles 

de pobreza.8 

 

2. Exposición de motivos 

 

 Las mujeres poseemos el derecho de decidir sobre nuestra vida sexual y 

reproductiva. Nosotras somos las únicas cuya palabra debería ser tomada en cuenta 

respecto de cómo, cuándo y dónde ser madres, o no serlo. Correlativamente, 

nosotras tenemos el derecho de decidir con qué método, dónde y con quién dar a 

luz, a pesar de ello, en nuestro país los derechos sexuales y reproductivos de 

millones de mujeres no han sido respetados de manera sistemática, especialmente 

los derechos de las mujeres afrodescendientes, indígenas, empobrecidas quienes 

mayoritariamente viven en condiciones de segregación y marginación 

socioterritorial.9  

 

Tal como lo refiere Angélica Aparicio en su libro “Matrices indignas: Sobre 

la anticoncepción forzada contra mujeres racializadas en México”, “nuestra llegada 

del mundo es férvida: nuestras madres son los albores del parto sufren de contracciones dolorosas; 

los partos naturales no son cualquier cosa, hay gritos, sudor, sangre, dolor y cansancio; el cuello 

del útero se dilata hasta los diez centímetros para expulsar a un bebé que podría pasar hasta tres 

kilos y medio. Por otra parte, con la cesárea se atenúa el dolor del parto, pero es bastante invasiva 

con el cuerpo; la anestesia epidural es aplicada en la parte baja de la espalda para adormecer el 

 
8 Véase Aparicio Saavedra, Angélica. Matrices indignas: Sobre la anticoncepción forzada contra mujeres racializadas 
en México. Un acercamiento histórico-filosófico. Primera Edición. México, 2023, Laboratorio editorial de la 
Universidad Iberoamericana Puebla. Fábrica de Libros. P. 44. 
9  Véase Aparicio Saavedra, Angélica. Matrices indignas: Sobre la anticoncepción forzada contra mujeres racializadas 
en México. Un acercamiento histórico-filosófico. Primera Edición. México, 2023, Laboratorio editorial de la 
Universidad Iberoamericana Puebla. Fábrica de LibrosP. 13. 
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cuerpo de la madre de la cintura a los pies, su función es reducir el dolor de las contracciones y 

evitar que se sienta algún tipo de dolor ya sea al realizarse una profunda incisión en el vientre 

para extraer al bebé o durante la labor de parto. Ahora bien, a pesar del enorme esfuerzo y 

cansancio de las mujeres parturientas, –en una sociedad patriarcal como la nuestra– existen 

doctores que a ofenden, agreden y humillan a una mujer que se encuentra en una situación tan 

vulnerable o ejercer distintos tipos de violencia obstétrica.”10 Estas conductas reprobables no 

deben ser toleradas por el derecho. 

 

 El movimiento para reconocer y responder a la violencia obstétrica –que ha 

surgido en Latinoamérica– fomenta un cambio de mentalidad que pasa de 

considerar únicamente la necesidad médica de un procedimiento. El movimiento 

sitúa esta forma de violencia en el contexto más amplio de las desigualdades 

sociales de las mujeres por motivos de género, raza y clase. Es decir, «la forma en 

que se trata a las mujeres durante el parto... es un reflejo de la forma en que se las trata en la 

sociedad en general». Cuando determinadas prácticas obstétricas se identifican y 

enmarcan como violaciones perjudiciales, se exige responsabilidad jurídica a los 

autores individuales y a las instituciones estatales que permiten la persistencia de la 

conducta.11 

 

 Los procedimientos que se han identificado como formas de violencia obstétrica son aquellos 

que se imponen a las mujeres como rutina (sin tener ningún fundamento científico) y sin 

consentimiento informado. Entre ellos se incluyen las episiotomías (es decir, incisiones que 

ensanchan la abertura de la vagina durante el parto) innecesarias o la realización de episiotomías 

después del parto únicamente con fines de formación; la revisión manual de las cavidades uterinas 

de las mujeres sin alivio del dolor; la inserción de mecanismos anticonceptivos de larga duración 

directamente después del parto o la oclusión tubaria bilateral sin consentimiento; los exámenes de 

tacto vaginal colectivos con fines de formación; la atadura de las piernas de las mujeres a la mesa 

 
10 Idem. 
11 Pickles, Camilla. Eliminating abusive care. A criminal law response to obstetric violence in South Africa. Artículo 
publicado en SA Crime Quarterly No. 54. Diciembre 2015. P. 5. Traducción propia. 
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de partos; el hecho de que los profesionales sanitarios no se presenten antes de atender a las mujeres; 

y las esterilizaciones forzadas.12  

 

Todas estas conductas atentan contra los derechos de las mujeres a vivir una 

vida libre de violencia, de igualdad y no discriminación y de acceso a la salud. 

Atendiendo a los datos de mortalidad materna y de violencia obstétrica que 

conocemos, y entendiendo que las autoridades Estado mexicano tienen la 

obligación de promover, garantizar, proteger y respetar los derechos humanos 

reconocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los 

tratados internacionales en materia de derechos humanos de los que México es 

parte, resulta urgente legislar sobre los derechos sexuales y reproductivos de las 

mujeres y otras personas con capacidad de gestar, teniendo como objetivo hacer 

frente al grave problema de violencia obstétrica de la que son y han sido víctimas 

las mujeres mexicanas. 

 

El cumplimiento de la obligación del Estado de respetar y garantizar el 

derecho a la salud debe dar especial cuidado a los grupos vulnerables y 

marginalizados, por lo que el grave problema de violencia obstétrica que enfrentan 

las mujeres en el sistema de salud debe ser entendido desde un enfoque con 

perspectiva de género, interseccionalidad y transversalidad.  

 

Cuando hablamos de interseccionalidad nos referimos a que la identidad de una persona 

no es unitaria, sino que se construye de múltiples identidades que coexisten, por ejemplo: mujer 

afrodescendiente bisexual, mujer indígena lesbiana, mujer blanca demisexual; al mismo tiempo 

que estas identidades coexisten, están conectadas con diversos sistemas de opresión, como el 

patriarcado, las clases sociales, el racismo o la heteronormatividad. Esta categoría creada por 

Crenshaw permite realizar estudios de género integrales y complejos, pues permite abordar las 

 
12 Idem. 
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diferentes experiencias de mujeres que viven en diferentes circunstancias, con diferentes privilegios 

y diferentes opresiones.13 

 

La violencia obstétrica no solamente es un tipo de violencia de género con 

–naturalmente– raíces patriarcales, sino que también constituye un grave 

problema de salud pública, que debe ser atendido como tal mediante la creación 

de normas de conducta en el ejercicio de la actividad sanitaria en este ámbito. 

 

3. El derecho a la salud y perspectiva de género 

 

El derecho a la salud se encuentra reconocido en el artículo 4 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los tratados 

internacionales en materia de derechos humanos de los que México es parte; por 

ejemplo, en los artículos 25 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, 

12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 10 del 

Protocolo Adicional a la Convención Americana Sobre Derechos Humanos en 

materia de derechos económicos, sociales y culturales –Protocolo de San Salvador. 

 

Al respecto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en el caso 

Ximenes Lopez vs. Brasil ha establecido que la salud es un bien público cuya 

protección está a cargo de los Estados, por lo que éstos tienen la obligación de 

prevenir que terceros interfieran indebidamente en el goce de los derechos a la vida 

y a la integridad personal, que son particularmente vulnerables cuando una persona 

se encuentra bajo tratamiento de salud; y es por eso que el Estado debe regular y 

fiscalizar toda la asistencia de salud prestada a las personas bajo su jurisdicción, 

como deber especial de protección a la vida y a la integridad personal, 

 
13 Aparicio Saavedra, Angélica. Matrices indignas: Sobre la anticoncepción forzada contra mujeres racializadas en 
México. Un acercamiento histórico-filosófico. Primera Edición. México, 2023, Laboratorio editorial de la 
Universidad Iberoamericana Puebla. Fábrica de Libros. Pp. 39 y 40. 
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independientemente de si la entidad que presta tales servicios es de carácter público 

o privado.14 

 

Así mismo, tanto el Tribunal Pleno, como las Salas de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación han reiterado que la protección del derecho a la salud impone 

para el Estado tres tipos de obligaciones: deberes de respeto, de promoción y de 

garantía de su cumplimiento.15 

 

Aunado al derecho a la salud, el Estado mexicano también ha suscrito 

tratados internacionales en materia de derechos humanos de las mujeres; por 

ejemplo, en el Sistema Universal de Protección de Derechos Humanos (SUDH) 

suscribimos la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de 

Discriminación contra la Mujer, la cual en su artículo 10 inciso h) establece la 

obligación que tienen los Estados Partes para adoptar todas las medidas apropiadas 

para eliminar la discriminación contra la mujer, a fin de asegurarle la igualdad de 

derechos con el hombre en la esfera de la educación y en particular para asegurar, 

que se brinde acceso al material informativo específico que contribuya a asegurar 

la salud y el bienestar de la familia, incluida la información y el asesoramiento sobre 

planificación de la familia; el artículo 12.1 del citado instrumento internacional 

establece la obligación de los Estados de adoptar todas las medidas apropiadas para 

eliminar la discriminación contra la mujer en la esfera de la atención médica a fin 

de asegurar, en condiciones de igualdad entre hombres y mujeres, el acceso a 

servicios de atención médica, inclusive los que se refieren a la planificación de la 

familia y finalmente el artículo 12.2 establece que los Estados deben garantizar a 

las mujeres servicios apropiados en relación con el embarazo, el parto y el período 

 
14 Véase párrafo 89 de la sentencia. 
15 Véase la tesis con Registro digital: 161333 y rubro “DERECHO A LA SALUD. IMPONE AL ESTADO LAS 
OBLIGACIONES DE GARANTIZAR QUE SEA EJERCIDO SIN DISCRIMINACIÓN ALGUNA Y DE 
ADOPTAR MEDIDAS PARA SU PLENA REALIZACIÓN” 
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posterior al parto, proporcionando servicios gratuitos cuando fuere necesario, y le 

asegurarán una nutrición adecuada durante el embarazo y la lactancia.16 

 

En el Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos 

(SIDH) nuestro país suscribió la Convención Interamericana para Prevenir, 

Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (conocida como Convención de 

Belém do Pará) la cual establece, entre muchas otras cosas, que las mujeres tienen 

derecho a vivir una vida libre de violencia, lo cual comprende el derecho a vivir 

libre de discriminación.17 

 

Así mismo la Convención de Belém do Pará establece en los artículos del 7 al 9 

las obligaciones y medidas que los Estados deben adoptar para garantizar los 

derechos de las mujeres, entre ellos se encuentra: incluir en su legislación 

interna normas penales, civiles y administrativas, así como las de otra naturaleza 

que sean necesarias para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra 

la mujer y adoptar las medidas administrativas apropiadas que sean del 

caso. 

 

De igual forma, no podemos pasar por alto que el 15 de noviembre de 2024 

se publicó en el Diario Oficial de la Federación una reforma constitucional que 

modificó el artículo 4º para reconocer que las mujeres tienen derecho a la igualdad 

sustantiva y que toda persona tiene derecho a vivir una vida libre de violencia, pero 

tratándose de mujeres, niñas, niños y adolescentes, el Estado tiene un deber 

reforzado de protección. 

 

 
16 https://www.ohchr.org/es/instruments-mechanisms/instruments/convention-elimination-all-forms-
discrimination-against-women 
17 Véanse artículos 3 y 6. 
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La Corte Interamericana de Derechos Humanos en diversas sentencias se 

ha pronunciado respecto a la violencia gineco-obstétrica; por ejemplo en el caso 

Rodríguez Pacheco y otra vs. Venezuela a CIDH señaló que la violencia que sufren 

las mujeres durante el embarazo, parto y después del parto en el acceso a los 

servicios de salud, constituye una violación de derechos humanos y una forma de 

violencia basada en género denominada violencia obstétrica, la cual abarca todas 

las situaciones de tratamiento irrespetuoso, abusivo, negligente, o de denegación 

de tratamiento, durante el embarazo y la etapa previa, y durante el parto o post-

parto, en centros de salud públicos o privados. 18 

 

En el miso caso, la CIDH estableció que el derecho a la salud sexual y 

reproductiva es parte del derecho a la salud. Este derecho se relaciona, por un lado, 

con la autonomía y la libertad reproductiva, en cuanto al derecho a tomar 

decisiones autónomas sobre su plan de vida, su cuerpo y su salud sexual y 

reproductiva, libre de toda violencia, coacción y discriminación; reconociendo que 

la salud sexual y reproductiva tiene implicancias particulares para las mujeres, 

debido a su capacidad biológica de embarazo y parto. En este sentido, la obligación 

de brindar atención médica sin discriminación implica que la misma tome en 

cuenta que las necesidades en materia de salud de las mujeres son distintas de las 

de los hombres, y se presten servicios apropiados para las mujeres.  

 

Tomando en consideración los artículos 1 y 4 de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos y los tratados internacionales en la materia, la 

obligación del Estado mexicano no se agota con el simple reconocimiento del 

derecho a la salud a través de una disposición constitucional, sino que la misma 

está supeditada a la adopción de medidas, el diseño de políticas públicas, la 

abstención de actos revictimizantes y por supuesto, legislar y, además, con 

perspectiva de género. 

 
18 Véase párrafo 103 de la sentencia. 
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La violencia gineco-obstétrica no solo debe combatirse desde la sanción de sus 

manifestaciones, sino también –y de manera urgente– desde la prevención. Para 

romper el ciclo de maltrato, medicalización abusiva y violación de la autonomía 

reproductiva –que son síntomas de un sistema de salud patriarcal– es indispensable 

atacar las causas estructurales que normalizan estas prácticas en las instituciones de 

salud. Como señaló GIRE en su informe "Derechos humanos de las mujeres y protección 

legal de la vida desde la concepción en México", la autonomía reproductiva solo será 

posible cuando se desmonten las estructuras que niegan a las personas el derecho 

a decidir sobre sus propios cuerpos; por ello, la iniciativa incorpora 

una dimensión preventiva que obliga al Estado a diseñar e implementar 

programas permanentes de capacitación dirigidos a fortalecer las competencias 

técnicas, éticas y humanistas del personal médico, de enfermería y partería en la 

atención del embarazo, parto, posparto y puerperio 

 

El corazón de esta iniciativa radica en entender que la violencia obstétrica 

no es un fenómeno aislado, sino un síntoma de un sistema de salud que 

históricamente ha desatendido las necesidades específicas de mujeres, gestantes y 

personas con capacidad de gestar. Para transformar esta realidad, la iniciativa 

establece que todo el personal de salud, tanto en instituciones públicas como 

privadas, deberá recibir formación y capacitación sobre la atención obstétrica 

respetuosa, con énfasis en el consentimiento informado, la no discriminación y 

el derecho a la toma de decisiones autónomas, para lo cual el Estado deberá diseñar 

campañas de información, programas y protocolos. 

 

Estos programas deben ser interseccionales, de tal forma que integren 

perspectivas de género, interculturalidad y derechos humanos, reconociendo las 

vulnerabilidades específicas de comunidades indígenas, personas de la comunidad 

LGBTQ+, migrantes y mujeres en contextos de pobreza. 
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3.1 El deber reforzado de protección del Estado 

 

En la doctrina judicial interamericana, se ha reconocido que el Estado tiene 

prohibido discriminar de manera directa o indirecta, de tal forma que los Estados 

están obligados a adoptar medidas positivas para revertir o cambiar situaciones 

discriminatorias existentes en sus sociedades, en perjuicio de determinado grupo 

de personas. Esto implica el deber especial de protección que el Estado debe 

ejercer con respecto a actuaciones y prácticas de terceros que, bajo su tolerancia o 

aquiescencia, creen, mantengan o favorezcan las situaciones discriminatorias.19   

 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación en el Amparo en Revisión 

1064/2019 ha reconocido que las mujeres en la prestación de servicios 

reproductivos, particularmente en la atención del parto y post parto, se 

colocan en una especial situación de vulnerabilidad derivada, no solo de su 

salud física y emocional, sino también de la asimetría de poder frente al 

personal médico —y a veces, de todo un sistema ineficiente de prestación 

de servicios de salud— que las coloca en una posición de subordinación e 

inferioridad; hecho que, en consecuencia, las ubica en una condición de 

marginación en clara desventaja social para su defensa en el juicio.20 

 

 Con la reciente reforma Constitucional en materia de igualdad sustantiva, el  

deber reforzado de protección que tiene el Estado frente a estos grupos vulnerables 

también se encuentra reconocido en nuestra norma fundamental. En tal tesitura, 

todos los órganos del Estado, incluyendo el Poder Legislativo, debemos adoptar 

medidas para garantizar el pleno goce y ejercicio de los derechos humanos que 

asisten a las mujeres y personas gestantes. 

 
19 Corte IDH. Condición jurídica y derechos de los migrantes indocumentados. Opinión Consultiva OC-18/03 de 
17 de septiembre de 2003. Serie A No. 18, párrafo 104. 
20 Véase párrafo 69 de la versión pública de la sentencia. 
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4. Argumentos para criminalizar la violencia obstétrica  

 

Como ya establecimos, el Estado tiene la obligación de prevenir, sancionar 

y erradicar todas las formas de violencia contra la mujer; si bien hemos hecho 

énfasis en que esta iniciativa tiene una dimensión preventiva, también tiene una 

dimensión sancionadora a través del derecho penal. Desde este momento es 

importante señalar que la inclusión del delito de violencia gineco-obstétrica en esta 

iniciativa legislativa no responde a un ánimo de criminalizar individualmente a 

médicos, enfermeras o personal de salud. Por el contrario, busca romper con 

décadas de impunidad sistémica que han permitido la normalización de 

prácticas violentas –desde la falta de consentimiento informado hasta el trato 

degradante– en los servicios de salud reproductiva. El objetivo no es estigmatizar 

a quienes ejercen la medicina, sino corregir un sistema que, al no establecer 

consecuencias claras para estas violaciones, perpetúa un ciclo de desprotección y 

revictimización. 

 

El reconocimiento legal de la violencia gineco-obstétrica como delito 

cumple tres propósitos fundamentales, siempre desde una mirada restaurativa: a) 

visibilizar la gravedad de estas violaciones: al tipificarla, se reconoce que estas 

conductas no son "errores médicos" menores, sino actos que vulneran derechos 

humanos fundamentales, como la integridad física, la autonomía y la dignidad; b) 

desincentivar prácticas arraigadas: la amenaza de sanciones legales actúa como 

un disuasivo para protocolos obsoletos –como las episiotomías rutinarias sin 

justificación– o actitudes de desprecio hacia las pacientes y, finalmente c) 

garantizar acceso a la justicia: actualmente, la mayoría de las víctimas enfrentan 

un vacío legal al intentar denunciar. Este delito permitirá investigar casos, 

sancionar a responsables recurrentes y, sobre todo, sentar precedentes que 

obliguen a instituciones a prevenir futuros daños. 
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El derecho penal crea libertad para que toda persona desarrolle libremente 

su personalidad. Para alcanzar este objetivo, el derecho penal debe ir de la mano 

del derecho internacional de los derechos humanos, pues en el marco del Estado 

constitucional, no puede entenderse un derecho punitivo que no tenga como pilar 

básico la salvaguarda de la dignidad humana.21 Así, por ejemplo, la necesidad de 

proteger la vida humana frente al homicidio se explica constitucionalmente por el 

hecho de que un Estado que no la garantizara, no sería un Estado de derecho, ni 

siquiera un Estado (un estado salvaje).22  

 

El derecho penal moderno funda su legitimidad en el concepto de bien 

jurídico, el cual deriva de aquellos valores previstos en las constituciones y cuya 

vulneración impone la criminalización de determinada conducta. De acuerdo con 

Bacigalupo, en principio, una teoría del bien jurídico sólo es necesaria para explicar 

la dogmática penal si a ella se le asigna una función legitimante de la norma o si las 

normas deben ser interpretadas como medio para la protección de un interés.23  

Así mismo, entender que el derecho penal protege bienes jurídicos, se convierte en 

un factor determinante, no sólo como límite interpretativo y factor de legitimación 

de la intervención punitiva del Estado; de ahí que el feminismo crítico no puede dejar 

de lado la comprensión de qué resulta legítimo o no castigar.24 

 

En ese orden de ideas, para procurar que las mujeres vivan una vida libre de 

violencia, es legítimo utilizar al derecho penal que protege los bienes jurídicos más 

importantes para la sociedad, ante los ataques más graves que los lesionen o ponga 

en peligro, mediante la imposición de penas y medidas de seguridad. La salud, el 

 
21 Ontiveros Alonso, Miguel. Derecho Penal, Parte General. México, D.F. 2017. Instituto Nacional de Ciencias 
Penales: UBIJUS, P. 31. 
22 Cuello Contreras, Joaquín; Mapelli Caffarena, Borja y Colina Ramírez, Edgar Iván. Curso de Derecho Penal, Parte 
General. Madrid, 2022. Cuarta Edición. Editorial Tecnos. P. 43.  
23 Abadía Cubillos, Marcela. Feminismos y sistema penal. Retos contemporáneos para una legitimación desde el 
sistema penal. Bogotá, 2018. Primera Edición.Universidad de los Andes, Facultad de Derecho. P. 57.  
24 Ibid., P. 58. 
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libre y digno desarrollo reproductivo de las mujeres, la integridad corporal y el 

derecho que les asiste a vivir una vida libre de violencia, son los bienes jurídicos 

que legítimamente se pueden proteger mediante el derecho penal. 

 

Como ya establecimos, la violencia obstétrica se manifiesta en diversas 

acciones u omisiones por parte del personal que presta el servicio de salud, que 

van desde a) negar el servicio de salud reproductiva, b) tratos crueles, inhumanos 

y degradantes, c) la práctica de cesáreas u otras intervenciones quirúrgicas 

injustificadas, d) la anticoncepción y la esterilización no consentida y e) cualquier 

acción u omisión que menoscabe la capacidad de decidir sobre los procesos 

reproductivos.  

 

No cabe duda de que, a las mujeres y personas gestantes que acuden al 

servicio de salud les asisten múltiples derechos humanos, entre ellos el derecho a 

la integridad personal que es un derecho poliédrico pues abarca la integridad física, 

psicológica y emocional. La integridad personal es un bien jurídico cuya protección 

encierra la finalidad principal de la prohibición imperativa de la tortura y penas o 

tratos crueles, inhumanos o degradantes. A las mujeres y personas gestantes 

también les asiste el derecho a la salud sexual y reproductiva, a la integridad 

corporal a la dignidad humana y a vivir una vida libre de violencia, por ello, esta 

iniciativa busca tipificar diversas conductas que integran la violencia obsétrica y 

que lesionan gravemente los bienes jurídicos descritos. 

 

En conclusión, la violencia obstétrica no solamente debe ser entendida y 

abordada como un tipo de violencia de género, sino que debe ser tratada como un 

problema de salud pública que se extiende en todo el país. Por ello urge brindar 

una solución que atienda esta problemática de manera integral y general en todo el 

territorio nacional, por un lado, criminalizando aquellas conductas más 

reprobables, lo que es posible si partimos de la base que la materia de salud es –

constitucionalmente– concurrente entre la Federación y las entidades federativas, 
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por lo que de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 73 fracción XXI último 

párrafo, es facultad del Congreso de la Unión determinar los supuestos en que las 

autoridades del fuero común podrán conocer y resolver sobre delitos federales y 

por otro lado, erigiendo una regulación preventiva en la cual se establezca la 

Secretaría de Salud –como Secretaría a cargo de la coordinación del Sistema 

Nacional de Salud– debe establecer programas para prevenir y erradicar la violencia 

gineco-obstética, aunado al reconocimiento de los derechos que asisten a las 

mujeres y personas con capacidad de gestar. 

 

Por lo anteriormente expuesto, esta iniciativa de proyecto de decreto plantea 

la creación del tipo penal de “Violencia gineco-obstétrica” mediante la adición de 

un capítulo VIII al título décimo octavo de la Ley General de Salud, que regule 

los “delitos contra la salud en su modalidad, violencia de género”, a saber: 

 

Capítulo VIII 

“Delitos contra la salud en su modalidad, violencia de género” 

 

Artículo 483. Comete el delito de violencia ginecológica y obstétrica el personal 

médico, paramédico, de enfermería y administrativo de las instituciones de salud, que 

realice cualquiera de las siguientes conductas en perjuicio de mujeres o personas 

gestantes: 

 

I. No atienda o no brinde atención oportuna a las mujeres o personas gestantes en el 

embarazo, parto, puerperio o en emergencias obstétricas; 

  

Se entenderá que no se brinda una atención oportuna cuando se ponga en peligro la 

vida del embrión, feto o de la mujer o persona gestante, o no se realice el monitoreo 

fetal adecuado mientras que la mujer o persona gestante se encuentre en labor de 

parto. 
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II. Altere el proceso natural del parto a través del uso de técnicas de aceleración, sin 

el consentimiento previo, informado, libre y expreso de la mujer, persona gestante o 

de quien legalmente pueda otorgarlo; 

 

III. Obligue a la mujer o persona gestante a parir inmovilizada o en alguna posición 

determinada, cuando existan las condiciones para que lo realice en la posición que 

ella elija; 

 

IV. Realice un trato deshumanizado o ejerza maltrato psicológico durante las 

consultas ginecológicas, seguimiento al embarazo, parto o el puerperio.  

 

Se entiende por trato deshumanizado y maltrato psicológico: humillaciones, insultos, 

abuso verbal, trato discriminatorio, comentarios denigrantes o prejuiciosos y/o 

cualquier otra conducta que provoquen en quien las recibe un daño psicológico. 

 

V. Utilice a la mujer o persona gestante con fines didácticos, comparta su 

información médica con terceros, videograbe, capture o transmita imágenes de su 

atención médica sin su consentimiento previo, informado, libre y expreso; 

 

VI. Retenga a la mujer, persona gestante o al recién nacido, en los centros de atención 

médica con motivo de alguna deuda. 

 

VII. Realice intervenciones quirúrgicas o  episiotomías innecesarias, o diagnósticos 

con enfermedades o padecimientos inexistentes. 

 

VIII. Ejerza maltrato físico durante las consultas ginecológicas, o de seguimiento al 

embarazo, parto o el puerperio. Se entiende por maltrato físico: tactos excesivos, 

agresivos o innecesarios; 

 

IX. Imponga o coloque algún método anticonceptivo, ya sea temporal o permanente, 

sin el consentimiento informado, voluntario y expreso de la mujer o persona gestante;  

  

A quien realice cualquiera de las conductas señaladas en las fracciones I a VIII  se le 

impondrán de dos a seis años de prisión y multa de hasta trescientos días de Unidad 
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de Medida y Actualización vigente; y quien incurra en el supuesto descrito en la 

fracción IX  será sancionado con prisión de tres a siete de prisión y multa de hasta 

doscientos días de Unidad de Medida y Actualización.  

 

Las sanciones establecidas en este artículo se aumentarán hasta en una mitad, cuando 

el método de anticoncepción impuesto a que se refiere la fracción IX sea permanente.  

 

Además de las penas señaladas en este artículo, se impondrá la destitución e 
inhabilitación al médico, enfermero o profesional de la salud hasta por dos años para 
ejercer dicha profesión. 

 

Artículo 484.- Las autoridades de seguridad pública, procuración e impartición de 

justicia, así como de ejecución de sanciones de las entidades federativas, conocerán y 

resolverán de los delitos o ejecutarán las sanciones y medidas de seguridad a que se 

refiere este capítulo, cuando el servicio médico sea prestado por particulares o 

servidores públicos locales y cuando el servicio médico sea prestado por servidores 

públicos federales, conocerá el Ministerio Público Federal.   

 

 Así mismo, y en atención a la maximización del Derecho a la Salud de las 

mujeres, se proponen reformas y adiciones a los artículos 7 fracción XIV Bis, 61 y 

61 bis de la Ley General de Salud para establecer los derechos de las mujeres 

embarazadas y personas gestantes:  

 

Texto vigente Texto que se propone 
 
Artículo 7o.- La coordinación del Sistema 
Nacional de Salud estará a cargo de la Secretaría 
de Salud, correspondiéndole a ésta: 
 
I … 
 
… 
 
XIV Bis. Promover e incorporar enfoques con 
perspectiva de género a las estrategias, campañas 
de información, y demás programas en el marco 
de sus atribuciones para contribuir a la igualdad 

 
Artículo 7o.- La coordinación del Sistema 
Nacional de Salud estará a cargo de la Secretaría 
de Salud, correspondiéndole a ésta: 
 
I … 
 
… 
 
XIV Bis. Promover e incorporar enfoques con 
perspectiva de género a las estrategias, campañas 
de información, y demás programas en el marco 
de sus atribuciones para contribuir a la igualdad 
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entre mujeres y hombres en el acceso al derecho 
a la protección de la salud. Incluyendo neoplasias 
que afectan la salud sexual y reproductiva del 
hombre y de la mujer, y 
 
 

entre mujeres y hombres en el acceso al derecho 
a la protección de la salud. Incluyendo neoplasias 
que afectan la salud sexual y reproductiva del 
hombre y de la mujer. 
 
 
XIV Ter. Promover e incorporar a las estrategias, 
campañas de información, y demás programas en 
el marco de sus atribuciones, protocolos para 
prevenir y erradicar la violencia gineco-obstétrica 
y 
 

Artículo 61.- El objeto del presente Capítulo es la 
protección materno-infantil y la promoción de la 
salud materna, que abarca el período que va del 
embarazo, parto, post-parto y puerperio, en razón 
de la condición de vulnerabilidad en que se 
encuentra la mujer y el producto.  
 
La atención materno-infantil tiene carácter 
prioritario y comprende, entre otras, las siguientes 
acciones:  
 
I. La atención integral de la mujer durante el 
embarazo, el parto y el puerperio, incluyendo la 
atención psicológica que requiera;  
I Bis. La atención de la transmisión del VIH/Sida 
y otras Infecciones de Transmisión Sexual, en 
mujeres embarazadas a fin de evitar la transmisión 
perinatal;  
 
II. La atención del niño y la vigilancia de su 
crecimiento, desarrollo integral, incluyendo la 
promoción de la vacunación oportuna, atención 
prenatal, así como la prevención y detección de las 
condiciones y enfermedades hereditarias y 
congénitas, y en su caso atención, que incluya la 
aplicación de la prueba del tamiz ampliado, y su 
salud visual;  
 
II Bis. La aplicación del tamiz neonatal para la 
detección de cardiopatías congénitas graves o 
críticas, se realizará antes del alta hospitalaria; 
 
III. La revisión de retina y tamiz auditivo al 
prematuro; 
 

Artículo 61.- El objeto del presente Capítulo es la 
protección materno-infantil y la promoción de la 
salud materna, que abarca el período que va del 
embarazo, parto, post-parto y puerperio, en razón 
de la condición de vulnerabilidad en que se 
encuentra la mujer y el producto.  
 
La atención materno-infantil tiene carácter 
prioritario y comprende, entre otras, las siguientes 
acciones:  
 
… 
 
 
 
 
 
 
 
… 
 
 
 
 
 
 
 
 
… 
 
 
 
 
… 
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IV. La aplicación del tamiz oftalmológico 
neonatal, a la cuarta semana del nacimiento, para 
la detección temprana de malformaciones que 
puedan causar ceguera, y su tratamiento, en todos 
sus grados; 
 
V. El diagnóstico oportuno y atención temprana 
de la displasia en el desarrollo de la cadera, a través 
del examen clínico en la primera semana del 
nacimiento, en el primer mes de edad y a los dos, 
cuatro, seis, nueve y doce meses de edad; así como 
la toma de ultrasonido de cadera o radiografía 
anteposterior de pelvis, entre el primer y cuarto 
mes de vida, y 
 
VI. La atención del niño y su vigilancia durante el 
crecimiento y desarrollo, y promoción de la 
integración y del bienestar familiar 

… 
 
 
 
 
 
… 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
… 
 
 
 
VII. El diseño e implementación de programas de 
capacitación para fortalecer la competencia 
técnica de los médicos y parteras para la atención 
del embarazo, parto y puerperio, así como para el 
aborto legal y seguro; 
 
VIII. El diseño e implementación de programas 
de capacitación dirigidos al personal de salud, 
público o privado, para evitar toda acción u 
omisión que atente contra el derecho a la salud 
sexual y reproductiva de las mujeres durante el 
embarazo, el parto y el puerperio y su autonomía 
para ejercerlos de manera informada y, 
 
 
IX. El diseño e implementación de programas de 
capacitación para evitar el abuso de 
medicalización y patologización de los procesos 
naturales, trayendo consigo la pérdida de 
autonomía de las mujeres y personas gestantes y 
su capacidad de decidir libremente sobre sus 
cuerpos y su sexualidad; evitar el daño físico, 
psicológico, o la muerte de la madre o del 
producto por negligencia o impericia.  
 

Artículo 61 Bis.- Toda mujer embarazada, tiene 
derecho a obtener servicios de salud en los 
términos a que se refiere el Capítulo IV del Título 

Artículo 61 Bis.- Toda mujer embarazada o 
persona gestante, tiene derecho a obtener 
servicios de salud en los términos a que se refiere 
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Tercero de esta Ley y con estricto respeto de sus 
derechos humanos. 

 
 
Sin correlativo. 

el Capítulo IV del Título Tercero de esta Ley y con 
estricto respeto de sus derechos humanos, así 
como: 

 
a) A recibir atención médica integral, veraz, 
oportuna y eficiente, de conformidad, a sus 
costumbres, valores, creencias y a su condición de 
salud; 
 
b) A ser tratada con respeto y sin discriminación, 
garantizando su derecho a la intimidad y al 
resguardo de sus datos personales e información 
médica; 
 
c) A ser reconocida como sujeto de derechos y de 
protección especial, en los procesos de gestación, 
trabajo de parto, parto, posparto y duelo 
gestacional y perinatal de modo que se garantice 
su participación en dichos procesos, atendiendo 
su condición de salud;   
 
d) A recibir información por parte del personal de 
servicio de salud en lenguaje claro, accesible, fácil 
de entender, a tiempo y acorde a sus costumbres 
étnicas, culturales y sociales sobre los diversas 
intervenciones médicas que pudieran tener lugar 
en esos procesos para que pueda decidir libre e 
informadamente sobre ello; 
 
e) A que sea ingresada al sistema de salud y a ser 

atendida sin barreras administrativas, de manera 

oportuna y eficaz; 

 

f) A recibir información sobre las distintas etapas 

del embarazo, el trabajo de parto, parto y posparto 

basado en evidencia científica actualizada y con 

enfoque interseccional; 

 

g) A ser informada sobre la evolución del trabajo 

de parto, parto y posparto, sobre el estado de 

salud del feto y del recién nacido; a que sus 

familiares, cónyuge, concubino o concubina 

tengan información oportuna sobre la evolución 

del trabajo de parto, parto y posparto, si la mujer 

o persona gestante así lo desea; 
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h) A presentar su plan de parto para fortalecer la 

comunicación con los actores del sistema de la 

salud y a que, a partir de la semana 32 de 

gestación, los controles prenatales, en lo posible, 

sean realizados en el lugar donde se atenderá el 

parto y por los actores del sistema de la salud que 

le atenderán en el parto;  

 

i) A estar acompañada, si así lo desea la mujer o 

persona gestante, mínimo por una persona de su 

confianza y elección durante el proceso de 

gestación, trabajo de parto, parto y postparto;  

 

j) A tener acceso y poder documentar su 

expediente médico en cualquier etapa del 

embarazo, parto o puerperio; 

 

k) Al parto respetado y humanizado, basado en 

evidencia científica actualizada, con enfoque 

diferencial, teniendo en cuenta que las 

condiciones de salud de la mujer y del feto así lo 

permitan y su libre determinación. Lo anterior 

comprende las siguientes prácticas:  

 

1) Que el parto natural sea respetuoso de los 

tiempos biológicos, evitando el suministro de 

medicamentos que no estén justificados por el 

estado de salud de la mujer o persona gestante o 

del feto; 

 

2) Que el tacto vaginal sea realizado, en lo posible, 

por la misma persona prestadora del servicio de 

salud y de conformidad con los términos 

recomendados por la evidencia científica; 

 

3) A que se realice el monitoreo fetal intermitente 

con el fin de conocer el estado de salud del feto y 

facilitar la movilidad, fisiología y comodidad 

durante el trabajo de parto; 
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4) Permitir que la mujer o persona gestante tenga 

movimiento corporal con libertad y pueda 

adoptar posiciones verticales durante el trabajo de 

parto;  

 

5) El uso de métodos no farmacológicos y 

farmacológicos para el manejo del dolor durante 

el trabajo de parto, y 

 

6) Permitir que la mujer o persona gestante 

permanezca con el recién nacido en contacto piel 

a piel después del nacimiento, con el fin de 

facilitar el vínculo afectivo entre madre e hijo y 

estimular eficazmente el proceso de lactancia 

materna, cuando las condiciones de salud de la 

mujer y del recién nacido lo permitan, de 

conformidad con la evidencia científica 

actualizada y la recomendación del médico 

tratante.  

 

 

 

 Finalmente, no podemos soslayar que resulta necesario el reconocimiento 

de la violencia gineco-obstétrica en la Ley General de Acceso de las Mujeres a 

una Vida Libre de Violencia, a saber: 

 

Texto vigente Texto que se propone 
 
ARTÍCULO 6. Los tipos de violencia contra las 
mujeres son: 
 
… 
VII. Cualesquiera otras formas análogas que 
lesionen o sean susceptibles de dañar la dignidad, 
integridad o libertad de las mujeres. 
 
Se debe recorrer la fracción VII para quedar como 
VIII. 

 
ARTÍCULO 6. Los tipos de violencia contra las 
mujeres son: 
 
… 
VII. Violencia gineco-obstétrica: es toda acción u 
omisión que provenga de una o varias personas, 
que proporcionen atención médica o 
administrativa, en un establecimiento privado o 
institución de salud pública que dañe, lastime, o 
denigre a las mujeres de cualquier edad, cultura, 
grupo étnico u origen durante el embarazo, parto 
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o puerperio, así como la negligencia, juzgamiento, 
maltrato, discriminación y vejación en su atención 
médica; se expresa por el trato deshumanizado, 
abuso de medicación y patologización de los 
procesos naturales, vulnerando la libertad e 
información completa, así como la capacidad de 
las mujeres para decidir libremente sobre su 
cuerpo, salud, sexualidad o sobre el número y 
espaciamiento de sus hijos.  
 
Se caracteriza por:  
 
a) Omitir o retardar la atención oportuna y eficaz 
de las emergencias y servicios obstétricos; 
especialmente cuando se trate de mujeres 
indígenas y/o afrodescendientes;  
 
b) Obligar a la mujer a parir en condiciones ajenas 
a su voluntad o contra sus prácticas culturales, 
cuando existan los medios necesarios para la 
realización del parto humanizado y parto natural;  
 
c) Obstaculizar el apego precoz de la niña o niño 
con su madre sin causa médica justificada, 
negándole la posibilidad de cargarle y 
amamantarle inmediatamente después de nacer;  
 
d) Alterar el proceso natural del parto de bajo 
riesgo, mediante el uso de medicamentos o 
técnicas de aceleración, sin obtener el 
consentimiento voluntario, culturalmente 
adecuado, expreso e informado de la mujer;  
 
e) Practicar el parto por vía de cesárea, existiendo 
condiciones para el parto natural, o;  
 
f) Imponer bajo cualquier medio el uso de 
métodos anticonceptivos o de esterilización sin 
que medie el consentimiento voluntario, 
culturalmente adecuado, expreso e informado de 
la mujer, y 
 
VIII. Cualesquiera otras formas análogas que 
lesionen o sean susceptibles de dañar la dignidad, 
integridad o libertad de las mujeres. 
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Por todo lo anterior, las y los suscritos Diputados Federales, nos permitimos 

someter a consideración de esta Soberanía, la presente Iniciativa con Proyecto de  

 

Decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General de 

Salud y de la la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 

Violencia 

 

Primero.- Se adiciona la fracción XIV Ter del artículo 7; se adicionan las 

fracciones VII, VIII y IX del artículo 61; se reforma el artículo 61 bis y se adicionan 

los incisos a), b), c), d), e), f), g), h), i), j) y k); se adicionan el Capitulo VIII “delitos 

contra la salud en su modalidad violencia de género” y los artículos 483 y 484, 

todos de la Ley General de Salud, para quedar como sigue: 

 

Artículo 7o.- La coordinación del Sistema Nacional de Salud estará a cargo 

de la Secretaría de Salud, correspondiéndole a ésta: 

 

I a XIV bis … 

 

XIV Ter. Promover e incorporar a las estrategias, campañas de información,  

y demás programas en el marco de sus atribuciones, protocolos para 

prevenir y erradicar la violencia gineco-obstétrica. 

 

Artículo 61.- El objeto del presente Capítulo es la protección materno-

infantil y la promoción de la salud materna, que abarca el período que va 

del embarazo, parto, post-parto y puerperio, en razón de la condición de 

vulnerabilidad en que se encuentra la mujer y el producto.  
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La atención materno-infantil tiene carácter prioritario y comprende, entre 

otras, las siguientes acciones:  

… 

VII. El diseño e implementación de programas de capacitación para 

fortalecer la competencia técnica de los médicos y parteras para la atención 

del embarazo, parto y puerperio, así como para el aborto legal y seguro; 

 

VIII. El diseño e implementación de programas de capacitación dirigidos 

al personal de salud, público o privado, para evitar toda acción u omisión 

que atente contra el derecho a la salud sexual y reproductiva de las mujeres 

durante el embarazo, el parto y el puerperio y su autonomía para ejercerlos 

de manera informada y, 

 

IX. El diseño e implementación de programas de capacitación para evitar 

el abuso de medicalización y patologización de los procesos naturales, 

trayendo consigo la pérdida de autonomía de las mujeres y personas 

gestantes y su capacidad de decidir libremente sobre sus cuerpos y su 

sexualidad; evitar el daño físico, psicológico, o la muerte de la madre o del 

producto por negligencia o impericia.  

 

Artículo 61 Bis.- Toda mujer embarazada o persona gestante, tiene derecho 

a obtener servicios de salud en los términos a que se refiere el Capítulo IV 

del Título Tercero de esta Ley y con estricto respeto de sus derechos 

humanos, así como: 

 

a) A recibir atención médica integral, veraz, oportuna y eficiente, de 

conformidad, a sus costumbres, valores, creencias y a su condición de 

salud; 
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b) A ser tratada con respeto y sin discriminación, garantizando su derecho 

a la intimidad y al resguardo de sus datos personales e información médica; 

 

c) A ser reconocida como sujeto de derechos y de protección especial, en 

los procesos de gestación, trabajo de parto, parto, posparto y duelo 

gestacional y perinatal de modo que se garantice su participación en dichos 

procesos, atendiendo su condición de salud;   

 

d) A recibir información por parte del personal de servicio de salud en 

lenguaje claro, accesible, fácil de entender, a tiempo y acorde a sus 

costumbres étnicas, culturales y sociales sobre los diversas intervenciones 

médicas que pudieran tener lugar en esos procesos para que pueda decidir 

libre e informadamente sobre ello; 

 

e) A que sea ingresada al sistema de salud y a ser atendida sin barreras 

administrativas, de manera oportuna y eficaz; 

 

f) A recibir información sobre las distintas etapas del embarazo, el trabajo 

de parto, parto y posparto basado en evidencia científica actualizada y con 

enfoque interseccional; 

 

g) A ser informada sobre la evolución del trabajo de parto, parto y posparto, 

sobre el estado de salud del feto y del recién nacido; a que sus familiares, 

cónyuge, concubino o concubina tengan información oportuna sobre la 

evolución del trabajo de parto, parto y posparto, si la mujer o persona 

gestante así lo desea; 

 

h) A presentar su plan de parto para fortalecer la comunicación con los 

actores del sistema de la salud y a que, a partir de la semana 32 de gestación, 
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los controles prenatales, en lo posible, sean realizados en el lugar donde se 

atenderá el parto y por los actores del sistema de la salud que le atenderán 

en el parto;  

 

i) A estar acompañada, si así lo desea la mujer o persona gestante, mínimo 

por una persona de su confianza y elección durante el proceso de gestación, 

trabajo de parto, parto y postparto;  

 

j) A tener acceso y poder documentar su expediente médico en cualquier 

etapa del embarazo, parto o puerperio; 

 

k) Al parto respetado y humanizado, basado en evidencia científica 

actualizada, con enfoque diferencial, teniendo en cuenta que las 

condiciones de salud de la mujer y del feto así lo permitan y su libre 

determinación. Lo anterior comprende las siguientes prácticas:  

 

1) Que el parto natural sea respetuoso de los tiempos biológicos, evitando 

el suministro de medicamentos que no estén justificados por el estado de 

salud de la mujer o persona gestante o del feto; 

 

2) Que el tacto vaginal sea realizado, en lo posible, por la misma persona 

prestadora del servicio de salud y de conformidad con los términos 

recomendados por la evidencia científica; 

 

3) A que se realice el monitoreo fetal intermitente con el fin de conocer el 

estado de salud del feto y facilitar la movilidad, fisiología y comodidad 

durante el trabajo de parto; 
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4) Permitir que la mujer o persona gestante tenga movimiento corporal con 

libertad y pueda adoptar posiciones verticales durante el trabajo de parto;  

 

5) El uso de métodos no farmacológicos y farmacológicos para el manejo 

del dolor durante el trabajo de parto, y 

 

6) Permitir que la mujer o persona gestante permanezca con el recién 

nacido en contacto piel a piel después del nacimiento, con el fin de facilitar 

el vínculo afectivo entre madre e hijo y estimular eficazmente el proceso de 

lactancia materna, cuando las condiciones de salud de la mujer y del recién 

nacido lo permitan, de conformidad con la evidencia científica actualizada 

y la recomendación del médico tratante. 

 

Capítulo VIII 

“Delitos contra la salud en su modalidad, violencia de género” 

 

Artículo 483. Comete el delito de violencia ginecológica y obstétrica el 
personal médico, paramédico, de enfermería y administrativo de las 
instituciones de salud, que realice cualquiera de las siguientes conductas 
en perjuicio de mujeres o personas gestantes: 

 

I. No atienda o no brinde atención oportuna a las mujeres o personas 
gestantes en el embarazo, parto, puerperio o en emergencias obstétricas; 

  

Se entenderá que no se brinda una atención oportuna cuando se ponga en 
peligro la vida del embrión, feto o de la mujer o persona gestante, o no se 
realice el monitoreo fetal adecuado mientras que la mujer o persona 
gestante se encuentre en labor de parto. 
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II. Altere el proceso natural del parto a través del uso de técnicas de 
aceleración, sin el consentimiento previo, informado, libre y expreso de la 
mujer, persona gestante o de quien legalmente pueda otorgarlo; 

 

III. Obligue a la mujer o persona gestante a parir inmovilizada o en alguna 
posición determinada, cuando existan las condiciones para que lo realice 
en la posición que ella elija; 

 

IV. Realice un trato deshumanizado o ejerza maltrato psicológico durante 
las consultas ginecológicas, seguimiento al embarazo, parto o el puerperio.  

 

Se entiende por trato deshumanizado y maltrato psicológico: humillaciones, 
insultos, abuso verbal, trato discriminatorio, comentarios denigrantes o 
prejuiciosos y/o cualquier otra conducta que provoquen en quien las recibe 
un daño psicológico. 

 

V. Utilice a la mujer o persona gestante con fines didácticos, comparta su 
información médica con terceros, videograbe, capture o transmita 
imágenes de su atención médica sin su consentimiento previo, informado, 
libre y expreso; 

 

VI. Retenga a la mujer, persona gestante o al recién nacido, en los centros 
de atención médica con motivo de alguna deuda. 

 

VII. Realice intervenciones quirúrgicas o  episiotomías innecesarias, o 
diagnósticos con enfermedades o padecimientos inexistentes. 

 

VIII. Ejerza maltrato físico durante las consultas ginecológicas, o de 
seguimiento al embarazo, parto o el puerperio. Se entiende por maltrato 
físico: tactos excesivos, agresivos o innecesarios; 
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IX. Imponga o coloque algún método anticonceptivo, ya sea temporal o 
permanente, sin el consentimiento informado, voluntario y expreso de la 
mujer o persona gestante;  

  

A quien realice cualquiera de las conductas señaladas en las fracciones I a 
VIII  se le impondrán de dos a seis años de prisión y multa de hasta 
trescientos días de Unidad de Medida y Actualización vigente; y quien 
incurra en el supuesto descrito en la fracción IX  será sancionado con 
prisión de tres a siete años y multa de hasta doscientos días de Unidad de 
Medida y Actualización.  

 

Las sanciones establecidas en este artículo se aumentarán hasta en una 
mitad, cuando el método de anticoncepción impuesto a que se refiere la 
fracción IX sea permanente.  

 

Además de las penas señaladas en este artículo, se impondrá la destitución 
e inhabilitación al médico, enfermero o profesional de la salud hasta por dos 
años para ejercer dicha profesión. 

  

Artículo 484.- Las autoridades de seguridad pública, procuración e 
impartición de justicia, así como de ejecución de sanciones de las entidades 
federativas, conocerán y resolverán de los delitos o ejecutarán las sanciones 
y medidas de seguridad a que se refiere este capítulo, cuando el servicio 
médico sea prestado por particulares o servidores públicos locales y cuando 
el servicio médico sea prestado por servidores públicos federales, conocerá 
el Ministerio Público Federal.   

 

Segundo.- Se adiciona la fracción VII del artículo 6, recorriéndose en su orden la 
subsecuente, de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 
Violencia para quedar como sigue: 
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ARTÍCULO 6. Los tipos de violencia contra las mujeres son: 

… 

VII. Violencia gineco-obstétrica: Es toda acción u omisión que provenga 
de una o varias personas, que proporcionen atención médica o 
administrativa, en un establecimiento privado o institución de salud pública 
que dañe, lastime, o denigre a las mujeres de cualquier edad, cultura, grupo 
étnico u origen durante el embarazo, parto o puerperio, así como la 
negligencia, juzgamiento, maltrato, discriminación y vejación en su 
atención médica; se expresa por el trato deshumanizado, abuso de 
medicación y patologización de los procesos naturales, vulnerando la 
libertad e información completa, así como la capacidad de las mujeres para 
decidir libremente sobre su cuerpo, salud, sexualidad o sobre el número y 
espaciamiento de sus hijos.  

 

Se caracteriza por:  

a) Omitir o retardar la atención oportuna y eficaz de las emergencias y 
servicios obstétricos; especialmente cuando se trate de mujeres indígenas 
y/o afrodescendientes;  

 

b) Obligar a la mujer a parir en condiciones ajenas a su voluntad o contra 
sus prácticas culturales, cuando existan los medios necesarios para la 
realización del parto humanizado y parto natural;  

 

c) Obstaculizar el apego precoz de la niña o niño con su madre sin causa 

médica justificada, negándole la posibilidad de cargarle y amamantarle 

inmediatamente después de nacer;  

 

d) Alterar el proceso natural del parto de bajo riesgo, mediante el uso de 

medicamentos o técnicas de aceleración, sin obtener el consentimiento 

voluntario, culturalmente adecuado, expreso e informado de la mujer;  
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